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CONFIRMA PARCIALMENTE
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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

	Fecha y hora de lectura: 
	Octubre 16 de 2018, 8:33 a.m.

	Imputado: 
	Leobardo Correa Arias 

	Cédula de ciudadanía:
	6.131.066 expedida en Ansermanuevo (V)

	Delito:
	Homicidio culposo

	Bien jurídico tutelado :
	Vida e integridad personal

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por el apoderado judicial de las víctimas, contra el auto de septiembre 26 de 2018 por medio del cual se negó una nulidad. CONFIRMA PARCIALMENTE y SE ABSTIENE DE CONOCER PARCIALMENTE. 


TEMAS:
HOMICIDIO CULPOSO / RESOLUCIÓN DE ACUSACIÓN / NO ESTÁ SOMETIDA A CONTROL MATERIAL DEL JUEZ / POR ENDE, NO PROCEDE DECLARAR SU NULIDAD NI ES APELABLE AUTO QUE NIEGA ACLARACIÓN O COMPLEMENTACIÓN / TAMPOCO PROCEDE NULIDAD PARA VARIAR LA CALIFICACIÓN DEL DELITO DE CULPOSO A DOLOSO / NI POR OMISIÓN DE VINCULACIÓN DE TERCEROS PRESUNTAMENTE RESPONSABLES PORQUE ES FACULTAD EXCLUSIVA DE LA FISCALÍA.

Un repaso de las normas que regulan la apelación en la Ley 906/04 -concretamente los artículos 176 y 177- permite asegurar, quiérase o no, que en efecto allí no está expresamente contemplada la procedencia de la apelación contra alguna decisión que haga referencia al escrito de acusación o a la formulación de la acusación, como sí ocurría en la Ley 600/00…
Se recuerda por tanto que las partes pueden solicitar que se hagan las precisiones, aclaraciones o modificaciones a las que haya lugar; pero era totalmente inviable pedir la nulidad del escrito y de la audiencia de formulación de acusación, para que se adicionara una causal de agravación que la delegada fiscal no la considera aplicable al caso concreto, ni tampoco para que varíe a la fuerza la calificación de delito culposo a delito con dolo eventual. En consecuencia, ante la negativa a esa pretensión por parte del juez, no era posible interponer recurso ordinario como ha quedado dicho. (…)
… el apoderado judicial de las víctimas solicitó la nulidad desde la audiencia de formulación de imputación, al considerar que se violaron las garantías de las víctimas a la verdad, justicia y reparación cuando la Fiscalía no vinculó en el proceso penal al propietario del vehículo y al representante legal de la empresa de transporte.

No tiene asidero la petición y por estimarse inatendible se debe desechar de plano. Así es porque la declaratoria de nulidad por violación al debido proceso… supone un quebrantamiento de las bases sustanciales o estructurales del procedimiento, y está suficientemente claro que los jueces unipersonales o colegiados no pueden tomar partido con respecto a qué personas se les debe imputar cargos. Se trata, como bien lo sostuvo el juez a quo, de una facultad exclusiva y excluyente en la que no puede tener injerencia la judicatura por estar reservada legal y constitucionalmente al órgano persecutor. Obrar en sentido contrario eso sí quebrantaría las bases que soportan el sistema de tendencia acusatoria.
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                                                                                                   RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, doce (12) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

  ACTA DE APROBACIÓN N° 923
  SEGUNDA INSTANCIA

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Los hechos tuvieron ocurrencia en junio 12 de 2017 a eso de las 12:40 horas, en el sector rural de la vereda Las Palmas, finca “La Divisa”, cuando el vehículo tipo jeep de placa WHJ-127 que conducía el señor LEOBARDO CORREA ARIAS se devuelve de una pendiente, el conductor pierde el control y colisiona contra un barranco. Accidente en el cual perdió la vida el menor A.G.M. quien estaba en compañía de su progenitora la señora YICED TATIANA MONTES BARBOSA, e igualmente resultaron lesionados la señora Mónica Andrea Giraldo Ceballos y el conductor aquí comprometido.
De acuerdo con el informe técnico de inspección ocular al vehículo, el perito observó que el freno delantero y trasero se encontraban en mal estado de conservación y funcionamiento, y en iguales condiciones se encontraban las llantas del automotor.
El certificado de tradición del Instituto de Movilidad de Pereira advierte que el propietario del vehículo es el señor GERMÁN VÉLEZ BEDOYA.
1.2.- Por esos hechos, y con fundamento en los elementos materiales de prueba y evidencia física recaudadas, la Fiscalía formuló imputación a CORREA ARIAS ante el Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas (Rda.) con función de control de garantías, por la conducta punible de homicidio culposo -artículo 109 C.P.-, cargo que el indiciado NO ACEPTÓ.
1.3.- Se presentó escrito de acusación (abril 30 de 2018) ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), despacho que convocó para la audiencia de formulación de acusación (septiembre 26 de 2018), diligencia dentro de la cual una vez fue concedida la palabra a las partes para que manifestaran causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones o nulidades, el apoderado judicial de las víctimas solicitó la nulidad de la actuación, con el fin de que se garantice el derecho a la verdad, justicia y reparación de las víctimas.

Al respecto señaló que con los elementos materiales probatorios con los que cuenta la Fiscalía se demuestra que el vehículo tenía un propietario y estaba afiliado a una Cooperativa de Transporte; por tanto -asegura- se pude deducir que no se trata de un homicidio culposo, sino de un homicidio con dolo eventual. Además, que de conformidad con lo reglado por el numeral 4° del artículo 110 del C.P. existe una circunstancia de agravación específica. Considera que el aquí procesado no es el único responsable, y de conformidad con la posición de garante y la teoría de la imputación objetiva se debe vincular en este proceso penal al propietario del vehículo, al representante de la empresa de transporte, y a la Compañía de Seguros. 

Solicitó se decrete la nulidad desde la audiencia de formulación de imputación y se ordene la vinculación de los terceros, acorde con lo reglado por el artículo 25 del C.P.
1.4.- La representante de la Fiscalía manifestó que las víctimas desde la audiencia de formulación de imputación estaban representadas por el Dr. JESÚS ALBERTO BUITRAGO DUQUE, pero el abogado en esa audiencia no planteó los actuales interrogantes. Aunque el actual apoderado de las víctimas una vez estudió el caso consideró que se debe decretar una nulidad por cuanto no fueron vinculados en el proceso penal el propietario del vehículo y el representante legal de la empresa de transporte, no es posible acceder a dicha petición.
1.5.- El defensor señaló que en la audiencia de imputación las víctimas no presentaron ninguna objeción, ni solicitaron nulidad. Lo que pide el nuevo apoderado de las víctimas se resuelve en la audiencia de incidente de reparación integral en la cual se pueden llamar para responder tanto al propietario del vehículo como a la aseguradora. Indicó que en el proceso penal solo se puede vincular al señor CORREA ARIAS en su condición de acusado. En esos términos concluyó que se debe continuar con el trámite de la audiencia de formulación de acusación.

1.6.- El señor juez no accedió a la petición, al estimar que no puede impartir ninguna orden a los fiscales que involucre variar la calificación jurídica de la conducta. En caso de advertirse por parte del funcionario alguna circunstancia de agravación o atenuación punitiva, únicamente correrá traslado a la Fiscalía de dicho interrogante, y el delegado como dueño de la persecución penal resolverá lo pertinente. No se puede suspender el proceso penal para ordenarse a la Fiscalía realizar una nueva imputación con el fin de vincular en el mismo al propietario del vehículo y al represente legal de la compañía, por cuanto se trata de un asunto del resorte exclusivo de la Fiscalía. En esos términos no existe ningún vicio legal que implique decretar una nulidad del proceso. 

1.7.- El apoderado judicial de las víctimas no estuvo de acuerdo con la determinación adoptada por el funcionario, e interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, el cual sustentó en debida forma.
1.8.- El a quo no repuso su determinación y argumentó que el artículo 107 del C.P.P. es muy claro en indicar quienes son los terceros civilmente responsables, e incluso el artículo 108 del mismo dispositivo permite la vinculación de las aseguradoras, pero lógicamente una vez se dé comienzo al incidente de reparación previo proferimiento de una sentencia condenatoria que se encuentre en firme. Señaló además que si bien los terceros no se pueden vincular penalmente, sí pueden responder civilmente, pero ello no quiere decir que se esté burlando a las víctimas. Concluyó que no puede decretarse la nulidad de una actuación donde no hay ningún vicio, y mucho menos ordenarle a la señora Fiscal que suspenda la audiencia para imputar terceras personas.

2.- Debate

2.1.- Defensor -recurrente-

Solicita se revoque la decisión proferida en primera instancia, y en su lugar se acceda a la nulidad deprecada. Al efecto argumentó: 
Si bien es cierto la Fiscalía tiene esa potestad única y exclusiva de calificar la conducta, también debe vigilar que se cumpla la verdad, justicia y reparación de las víctimas, y en el presente asunto no puede existir verdad cuando se niega una circunstancia de agravación –numeral 4º del artículo 110 C.P.- que de conformidad con los elementos con que cuenta el ente persecutor es clara, toda vez que se acreditó que para el día del accidente el vehículo no contaba con las llantas en buen estado, y esa sola circunstancia agrava el comportamiento. Por tanto, sería una violación a las garantías de las víctimas desconocer la misma. 

Las víctimas también tienen derecho que en el proceso penal se vincule no solo al conductor, sino también al propietario del vehículo y al representante legal de la empresa de transporte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 25 C.P. -posición de garante- v.g. el caso de Fundación Magdalena, donde un bus en cual se movilizaban varios niños, se incendió, y la Fiscalía decidió imputar cargos al conductor, al propietario del automotor y al mecánico, porque ellos tenían la posición de garantes.

Indica que la posición de garante es esa facultad que se adquiere cuando se tiene el compromiso de vigilar, y la empresa transportada era garante en vigilar que el señor transportador cumpliera con los requisitos, es decir, que cuando el vehículo saliera diariamente a realizar los recorridos estuviera en plenas condiciones técnicas y mecánicas, pero hay un informe de tránsito que dice que el vehículo no cumplía esas condiciones. 
Solicita se vincule como garantes en este proceso a la empresa transportadora y al propietario del vehículo, a cuyo efecto resalta que entregó un EMP que señala que el conductor tenía una discapacidad auditiva, y que además demuestra que el día del accidente no portaba el audífono. 
Concluye diciendo que existe una teoría de imputación objetiva que permite que los terceros comparezcan al juicio penal.

2.2.- Fiscalía -no recurrente-
Pide que se confirme la decisión adoptada por el juez de primer grado, porque el abogado de las victimas siempre tuvo la oportunidad de aportar elementos por intermedio de la Fiscalía y solo hasta la acusación lo hizo, y muy a pesar de ello solicita una nulidad. Ratificó que la acusación se hará única y exclusivamente contra el señor LEOBARDO CORREA.
2.3.- Defensor -no recurrente-
Solicita se confirme la decisión y se continúe con la audiencia de formulación de acusación, y en tal sentido expone de manera concreta:
En el incidente de reparación integral se puede vincular al condenado, al propietario del vehículo, a la empresa de transporte y a la compañía de seguros. En la actual etapa procesal no tiene que ser vinculada la compañía. El numeral 4º del artículo 110 C.P. hace referencia únicamente a que el vehículo debe contar con el lleno de los requisitos legales para transportar personas. Si el interés del apoderado es el pago de una indemnización, bien puede acudir a una demanda civil. En el proceso penal se debe vincular solo a quien conducía el vehículo. Por demás, el apoderado no precisó si la nulidad la invoca por violación al debido proceso o por violación al derecho de defensa. 

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene la Corporación a voces de los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906/04, por los factores territorial, objetivo y funcional, al haberse presentado recurso de apelación por una parte legitimada para hacerlo -el apoderado judicial de la víctima-, el que fue oportunamente interpuesto, debidamente sustentado y adecuadamente concedido por parte de la primera instancia.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae a establecer si hay lugar a decretar la nulidad de la actuación en los términos en que lo solicita el apoderado de víctimas al momento de su intervención en la audiencia de formulación de acusación ante el señor juez de conocimiento.

3.3.- Solución a la controversia
Un examen de la situación particular enseña que los planteamientos del señor apoderado de víctimas inconforme están enfocados hacia varias pretensiones diferentes, y así mismo la solución a cada uno de esos enfoques problemáticos debe ser diverso por parte de la judicatura. 

En ese orden de ideas, el Tribunal empezará por consignar cada una de esas pretensiones, para posteriormente entrar a decidirlas de manera independiente. Son ellas: Primero, que se anule la audiencia de formulación de acusación y desde luego el escrito de acusación, con miras a que la delegada fiscal agregue un agravante específico propio de los delitos imprudentes; concretamente la contenida en el numeral 4º del artículo 110 C.P. cuando expresa: “Si al momento de los hechos el agente se encontraba transportando pasajeros o carga pesada sin el lleno de los requisitos legales, la pena se aumentará de una cuarta parte a tres cuartas partes”. Lo dicho en cuanto al parecer para ese instante el rodante tenía problemas en su sistema de frenos y las llantas estaban en mal estado. Segundo, que se anule esa acusación en cuanto la misma debe ser a título de dolo eventual y no simplemente a título de culpa. Y Tercero, que se anule la actuación desde la audiencia de imputación para que se imputen por parte de la Fiscalía cargos en materia penal tanto al propietario del vehículo, al representante de la empresa de transporte, como a la Compañía de Seguros. 

Conforme se aprecia, la solicitud de nulidad que plantea el litigante no solo se queda en el escrito de acusación y consiguiente audiencia de formulación de acusación, sino que incluso va más allá al pretender aniquilar la audiencia de formulación de acusación. Como desde luego lo primero tendría una solución diferente a lo segundo, el Tribunal dirá desde ya que con respecto a la pretendida anulación del escrito de acusación y la audiencia de formulación de acusación lo que amerita en esta segunda instancia es una abstención de resolver el recurso; en tanto, lo referido a la solicitud de anular el trámite desde el momento de la audiencia de imputación por una supuesta violación al debido proceso, sí es un tema que debe ser resuelto de fondo por la Sala y en consecuencia se penetrará en el análisis del asunto con respecto a este segundo segmento de la apelación.

Veamos entonces cada tema de manera separada:
· Nulidad del escrito de acusación y la formulación de acusación tanto por no tenerse en consideración una agravante específica como por tratarse de un delito cometido con dolo eventual y no simplemente con culpa. 

Frente a ello, a la Colegiatura le resulta obligatorio sostener tal cual ya lo anunciamos, que en lo que atañe a la impugnación frente a la decisión de no decretar la nulidad que adoptó el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), el recurso de apelación interpuesto se torna abiertamente improcedente. Explicamos:

Un repaso de las normas que regulan la apelación en la Ley 906/04 -concretamente los artículos 176 y 177- permite asegurar, quiérase o no, que en efecto allí no está expresamente contemplada la procedencia de la apelación contra alguna decisión que haga referencia al escrito de acusación o a la formulación de la acusación, como sí ocurría en la Ley 600/00, en cuyo artículo 193 se establecía la posibilidad de recurrir en alzada y en el efecto suspensivo la providencia que resolvía la calificación de la investigación o sumario. 

Para mayor contundencia de lo dicho aparece como norma rectora el dispositivo 20 de la Ley 906/04, que textualmente prescribe: 
“Doble instancia. Las sentencias y los autos que se refieran a la libertad del imputado o acusado, que afecten la práctica de las pruebas o que tengan efectos patrimoniales, salvo las excepciones previstas en este código, serán susceptibles del recurso de apelación”.

Muy seguramente las citadas normas no contemplan la opción de impugnación en los temas atinentes al escrito de acusación y a la formulación de acusación, en cuanto este tipo de cuestionamientos no se resuelven mediante autos interlocutorios, en la medida que no se está decidiendo un asunto de fondo sino una actuación procesal de trámite que hace referencia a un acto de comunicación al enjuiciado sobre el comportamiento circunstanciado que se le endilga, según lo preceptuado en el canon 339 C.P.P.
. 
Sobre el particular bien vale la pena traer a colación los siguientes comentarios del jurista ÓSCAR JULIÁN GUERRERO PERALTA, en su obra Fundamentos Teórico Constitucionales del Nuevo Proceso Penal, en donde refiere que finalmente la acusación es simplemente la confirmación de la imputación, y ya se sabe que la imputación es inimpugnable.

“De acuerdo con las normas analizadas la acusación es básicamente un acto de confirmación de la imputación, cuya diferencia estriba en que para el acto acusatorio la Fiscalía debe aportar la evidencia física y los elementos de prueba con el nuevo instituto denominado “descubrimiento probatorio”. En realidad, si a la Fiscalía le corresponde en el escrito de acusación exponer los fundamentos probatorios que tiene contra el imputado, entonces se puede afirmar que esta labor apunta esencialmente a conformar el objeto del juicio, lo que equivale a decir que la acusación confirma la imputación, pero requiere de un estándar de convicción más alto que el de aquella. En otras palabras, el señalamiento expreso de los medios de prueba que la Fiscalía tiene contra el imputado, las hipótesis delictivas fundamentadas en los hechos que se aducen y la individualización concreta del acusado deben constituir el marco de actuación que para la propia Fiscalía determinen la probabilidad de satisfacer su pretensión penal de condena con la instauración de la acusación.”

Esta Sala ya se había pronunciado en similar sentido en oportunidad anterior
, cuando se negó la apelación frente a la determinación de no ordenar la aclaración, complementación o ajuste formal del escrito de acusación, razón por la cual se interpuso recurso de queja, el cual fue negado por esta Corporación al considerar que esa determinación no era susceptible de alzada. Pronunciamiento reiterado recientemente
 en una determinación donde se pidió la nulidad del escrito de acusación pretextando la necesidad de una mayor concreción o precisión respecto de las circunstancias que rodearon los hechos materia de acusación.
Y así ha tenido que ser porque al respecto la H. Corte Suprema de Justicia ha precisado
 que el escrito de acusación es un acto de parte que solo puede ser objeto de control formal y no material por el juez de conocimiento, quien debe velar por el pleno respeto de las garantías constitucionales y legales, y frente al cual, conforme con lo consagrado en el artículo 339 C.P.P., la defensa puede realizar OBSERVACIONES en la audiencia de formulación de acusación al escrito si es que en verdad no reúne los requisitos del artículo 337 de la Ley 906/04, con miras a que el fiscal lo aclare, lo adicione o lo corrija. 
Por demás, también ha indicado la citada Corporación en su jurisprudencia
, que en ningún caso es susceptible pedir la NULIDAD de la acusación:

“[…] Esa petición de nulidad del proceso se advertía manifiestamente inconducente al dirigirse contra un acto procesal de parte, como lo es la acusación, siendo que esa medida extrema sólo procede frente a las actuaciones de los funcionarios judiciales. En efecto, para los primeros, al constituir meras postulaciones, la ley procesal establece sanciones como la inadmisibilidad
, el rechazo
 o la exclusión que, por regla general, no inciden en la validez del proceso
. Mientras que, los actos procesales del juez, al ser vinculantes y decidir asuntos con fuerza de ejecutoria material, sí tienen la potencialidad de lesionar garantías fundamentales, entre ellas el derecho a la defensa y el debido proceso, por lo que la irregularidad de los mismos debe repararse con la anulación, claro está, si ello no fue posible con otros remedios como la corrección de los actos irregulares
 o la revocatoria de las providencias en sede de impugnación.
[…]
A más de todo lo anterior, la propuesta de nulidad subrogó el mecanismo legal que permitiría la corrección de los errores que contenga el escrito de acusación, cuál es la proposición de las respectivas observaciones por las partes e intervinientes, cuya oportunidad aún no se ha agotado en la audiencia que está en curso (art. 339 C.P.P./2004), así como la verificación que debe ejercer el juez de conocimiento sobre el cumplimiento de los requisitos contemplados en el artículo 337 procesal. De esta manera, es ostensible la carencia de fundamento en el reclamo de ausencia de control del juez porque, si bien este no es un «mero árbitro» en el sistema procesal acusatorio ya que debe velar por el respeto de los derechos y garantías fundamentales
, todavía no se ha configurado en el proceso el objeto de ese control sin que sobre recordar que, cuando éste exista, la revisión judicial será, básicamente, de orden formal […]
. –negrillas excluidas-
De igual forma, en decisión más reciente se sostuvo que tales determinaciones son inimpugnables:

“[…] Tal rechazo del pedido de nulidad del escrito de acusación deviene obligatorio, pues como se advirtió, no solo se trata de un acto de parte, sino que el juez de conocimiento tampoco está facultado para ejercer un control material o de fondo sobre la acusación, porque supondría una inadmisible intromisión en el rol del titular de la acción penal y una lesión grave al principio de imparcialidad, decisión respecto de la cual, obviamente, no procede recurso alguno […]”
-negrillas y subrayado excluidos-
En esas condiciones, es claro que la acusación solo es susceptible de control formal por el juez, quien debe verificar que se cumplan los presupuestos establecidos en el artículo 337 C.P.P. y se respeten las garantías de los sujetos procesales -en caso de afectación de éstos debe intervenir-. Se recuerda por tanto que las partes pueden solicitar que se hagan las precisiones, aclaraciones o modificaciones a las que haya lugar; pero era totalmente inviable pedir la nulidad del escrito y de la audiencia de formulación de acusación, para que se adicionara una causal de agravación que la delegada fiscal no la considera aplicable al caso concreto, ni tampoco para que varíe a la fuerza la calificación de delito culposo a delito con dolo eventual. En consecuencia, ante la negativa a esa pretensión por parte del juez, no era posible interponer recurso ordinario como ha quedado dicho. 

Así se dejará consignado en la parte resolutiva de esta providencia, con respecto de lo cual cabe el recurso de reposición. 

· Nulidad desde el segmento de la audiencia de formulación de imputación por la no vinculación de los terceros civilmente responsables y llamados en garantía
Sin lugar a dudas, los terceros civilmente responsables (propietario del rodante y empresa transportadora) y el llamado en garantía (Compañía Aseguradora), son sujetos potencialmente vinculables en el instante en que se dé la posibilidad del incidente de reparación integral, que, como es sabido, sólo puede ser factible cuando exista una sentencia condenatoria debidamente ejecutoriada.

Empero, con respecto a la discusión que se genera en relación con una vinculación, no como sujetos pasivos de acción civil, sino de una imputación por la vía penal por parte de esos mismos terceros, en consideración a que así lo permite un análisis de la doctrina de Imputación Objetiva por la vía de ser garantes de esa actividad peligrosa; es situación frente a la cual el Tribunal no debe entrar a adelantar criterio porque el debate se vendría a suscitar si la Fiscalía General de la Nación acata esa sugerencia del apoderado de víctimas y procede en tal sentido. 

Siendo así, la Corporación se debe limitar a analizar si procede o no procede la nulidad en los términos deprecados por el apoderado inconforme, y en esa dirección se dirá:

Al momento en que el titular del juzgado concedió la palabra a las partes para que expresaran causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones o nulidades, el apoderado judicial de las víctimas solicitó la nulidad desde la audiencia de formulación de imputación, al considerar que se violaron las garantías de las víctimas a la verdad, justicia y reparación cuando la Fiscalía no vinculó en el proceso penal al propietario del vehículo y al representante legal de la empresa de transporte.

No tiene asidero la petición y por estimarse inatendible se debe desechar de plano. Así es porque la declaratoria de nulidad por violación al debido proceso (se supone que esta es la causal que invoca el señor apoderado como quiera que no lo dice en esos términos expresamente) supone un quebrantamiento de las bases sustanciales o estructurales del procedimiento, y está suficientemente claro que los jueces unipersonales o colegiados no pueden tomar partido con respecto a qué personas se les debe imputar cargos. Se trata, como bien lo sostuvo el juez a quo, de una facultad exclusiva y excluyente en la que no puede tener injerencia la judicatura por estar reservada legal y constitucionalmente al órgano persecutor. Obrar en sentido contrario eso sí quebrantaría las bases que soportan el sistema de tendencia acusatoria.

Pero más allá de ello, una nulidad de tal envergadura es abiertamente innecesaria, porque: (i) la imputación que se llevó a cabo en contra del conductor del vehículo, señor LEOBARDO CORREA ARIAS, está ajustada a derecho y no hay razón que justifique aniquilarla so pretexto de ampliarla a otros potenciales copartícipes; (ii) de querer acoger la Fiscalía los planteamientos del apoderado de víctimas bien podría por cuerda separada proceder de esa manera y con posterioridad pedir la acumulación de causas bajo el principio de conveniencia por economía procesal, por unidad de defensa, y para evitar fallos contradictorios; y (iii) de no querer acceder la delegada fiscal a ese propósito, como se entiende así lo piensa cuando dijo que ya vinculó a la persona que según su entender debe responder penalmente, entonces queda por supuesto la vía para que en un eventual incidente de reparación integral se pida la vinculación de los citados terceros civilmente responsables (propietario del vehículo y representante legal de la empresa de transporte a la cual según se afirma se encuentra afiliado el rodante), lo mismo que el llamado en garantía a la Compañía Aseguradora.
No ve por tanto el Tribunal procedente, ni necesario, ni conducente en términos del principio de trascendencia que orienta la institución de las nulidades y/o la corrección de actos irregulares en el sistema penal acusatorio, la orden de retrotraer la actuación a segmentos ya superados, única y exclusivamente para satisfacer una pretensión del apoderado de víctimas que se torna discutible en cuanto la representante de la Fiscalía General de la Nación ha expresado que estima inviable esa posibilidad. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMA PARCIALMENTE la decisión tomada por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), en el sentido de negar la nulidad de lo actuado a partir inclusive de la audiencia de formulación de imputación, por las razones expuestas en el cuerpo motivo de esta providencia. 

SEGUNDO: SE ABSTIENE el Tribunal de conocer de la apelación interpuesta, en cuanto se negó la anulación del escrito de acusación y consiguiente audiencia de formulación de acusación.  
TERCERO: Esta providencia queda notificada en estrados y se hace saber al apoderado de la víctima interesada en la alzada que contra la decisión que confirma la negación de la nulidad desde la audiencia de imputación no cabe recurso alguno; empero, en lo que hace a la determinación de abstenerse la Sala de decidir lo atinente a la nulidad del escrito de acusación de la audiencia de formulación de acusación, procede el recurso de reposición cuya interposición y sustentación deberá hacerse dentro del mismo acto público de enteramiento.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� “Art. 339. Trámite. Abierta por el juez la audiencia, ordenará el traslado del escrito de acusación a las demás partes; concederá la palabra a la Fiscalía, Ministerio Público y defensa para que expresen claramente las causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones, nulidades, si las hubiere, y las observaciones sobre el escrito de acusación, si no reúne los requisitos establecidos en el artículo 337, para que el fiscal lo aclare, adicione o corrija de inmediato. Resuelto lo anterior concederá la palabra al fiscal para que formule la correspondiente acusación. (…).” -énfasis suplido-.


�  Ediciones Nueva Jurídica, Bogotá, D.C.,  Segunda Edición, 2007, pág. 291.


� Auto mayo 30 de 2011, radicado 660016000058 2010 00510 01, M.P. Castaño Duque, en la que se resuelve un recurso de queja.


� Auto septiembre 12 de 2018, radicado 170016000060 2013 00755 01, M.P. Castaño Duque, en la se abstiene de resolver un recurso de apelación de un auto que negó una solicitud de nulidad.


� CSJ AP, 6 feb. 2013, rad. 39892, CSJ AP, 4 feb. 2015, rad. 44345, CSJ AP, 04 abr. 2018, rad.51797, entre otras.


� De conformidad con lo establecido por la Corte Constitucional en sentencia C-591 de 2005. En ese mismo sentido CSJ 14 ag. 2013, Rad. 41375; CSJ 1 jul 2015, Rad. 45569; CSJ 20 ab 2016, Rad. 47223; CSJ 24 ag. 2016, Rad. 48573.


� Se inadmiten, por ejemplo, el desistimiento de la querella cuando no es voluntario, libre e informado (art. 76 C.P.P./2004) y el medio de prueba impertinente, inconducente o inútil (art. 359 C.P.P./2004).


� El rechazo es la sanción a la falta de descubrimiento de los elementos probatorios y evidencia física (art. 346 C.P.P./2004) y a los actos manifiestamente inconducentes, impertinentes o superfluos (art. 139 C.P.P./2004).


� La sanción a la prueba ilícita e ilegal es la exclusión (arts. 23 y 359 del C.P.P./2004), más cuando se c De igual forma, dicho órgano de cierre ha precisado en su jurisprudencia�, que en ningún caso es susceptible pedir la nulidad de la acusación: configura la primera hipótesis y la causa de la ilicitud es la obtención del medio de conocimiento mediante tortura, desaparición forzada y ejecución extrajudicial, se produce la nulidad total del proceso, tal y como se dispuso en la sentencia C-591 de 2005.


� “El juez de control de garantías y el de conocimiento estarán en la obligación de corregir los actos irregulares no sancionables con nulidad, respetando siempre los derechos y garantías de los intervinientes”. (art. 10, último inciso, C.P.P./2004).


� Sentencia C-591 de 2005.


� Sentencia SP4323-2015 del 16 de abril.


� CSJ AP, 23 may. 2018, rad. 51959.
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